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Resumen: En este artículo se estudian los determinantes institucionales e individuales 
de la atribución correcta de responsabilidades políticas en el Estado de las Autonomías 
en España, así como el proceso de aprendizaje de los individuos a lo largo del tiempo. 
Nuestros resultados muestran que la atribución de las competencias es más acertada 
cuando están exclusivamente en manos del Gobierno central, en las llamadas 
Comunidades Autónomas de “vía rápida” y a medida que se avanza en el proceso de 
descentralización. Finalmente, se muestra que el impacto de los determinantes 
individuales, como la edad o el nivel de estudios, depende de la política que se estudie.  
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1. Introducción 

Uno de los argumentos más conocidos en las teorías analíticas de la democracia 

(Przeworski et al, 1999) es que el control electoral de los gobiernos, y por extensión su 

carácter representativo, depende de que los votantes atribuyan correctamente las 

responsabilidades políticas. Si los votantes tienen un velo de ignorancia sobre el grado 

de responsabilidad que cabe atribuir a un gobierno en los resultados económicos 

(buenos o malos), el voto retrospectivo no garantiza que sean castigados los malos 

gobiernos y recompensados los buenos. Dados los incentivos que tienen los malos 

políticos para hacerse pasar por buenos, las declaraciones de los gobiernos son un 

cheap-talk. Como concluye Rudolph (2003b: 700), el concepto de responsabilidad está 

en el corazón de las teorías del control electoral en las democracias.  

 

En los Estados centralizados en los que existe un solo nivel de gobierno, sobre todo 

cuando las relaciones económicas internacionales son limitadas, la atribución de 

responsabilidades es relativamente sencilla: todo está en manos del gobierno central1. 

Sin embargo, cuando se descentraliza el poder dentro del Estado y/o tienen lugar fuertes 

procesos de integración económica y política en el plano internacional, se dificulta que 

los ciudadanos puedan imputar responsabilidades políticas y, por tanto, controlen 

adecuadamente a los gobiernos (Lago Peñas y Lago Peñas, 2011). Precisamente en las 

últimas décadas se observa tanto una tendencia global hacia la descentralización, 

definida como la transferencia de poder político y fiscal autónomos a los gobiernos 

subnacionales (O’Neill, 2003: 1070), como una creciente integración supranacional. A 

                                                            
1 El gobierno, por supuesto, puede tratar de evitar la atribución de responsabilidad de un resultado 
negativo mediante las justificaciones (esto es, se acepta la responsabilidad, pero se niega que las 
consecuencias de las decisiones sean negativas) o las excusas basadas en circunstancias mitigantes que 
tengan que ver con el pasado (por ejemplo, las políticas del gobierno anterior) o el presente (por ejemplo, 
un nuevo escenario económico) (McGraw, 1990).  
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diferencia de lo que sucedía en los primeros años setenta del siglo pasado, cuando la 

mayoría de los países respondían al modelo de Estado-nación centralizado, en estos 

momentos “alrededor del 95 por ciento de las democracias […] han elegido gobiernos 

subnacionales y países en todas las partes del mundo –grandes y pequeños, ricos y 

pobres– están transfiriendo poderes políticos, fiscales y administrativos a los niveles de 

gobierno subnacionales” (Banco Mundial, 2000: 107). Al mismo tiempo, si los Estados 

ceden la decisión sobre determinadas políticas a organizaciones supranacionales, la 

responsabilidad pasa a ser compartida. Por ejemplo, poco o nada tienen que ver los 

Estados individuales con la política monetaria o la política exterior de la Unión 

Europea, de modo que los ciudadanos no deberían castigar o recompensar a los 

gobiernos nacionales por los resultados que se consigan en ambas áreas.  

 

En este artículo estudiamos cómo afecta la descentralización política y económica, 

el primero y más general de los procesos señalados anteriormente, a la atribución de 

responsabilidades por las acciones de gobierno. En concreto, exploramos dos 

argumentos. En primer lugar, en qué medida el ritmo y el tipo de descentralización 

dentro de los Estados distorsionan las percepciones de los ciudadanos sobre los niveles 

de gobiernos competentes en las políticas y si los ciudadanos aprenden a lo largo del 

tiempo. En segundo lugar, cuáles son los determinantes de las diferencias en la 

capacidad de los ciudadanos para atribuir correctamente las responsabilidades políticas. 

El análisis empírico se centra en España. El notable proceso de descentralización 

política y económica en tres décadas, que han llevado a un Estado unitario y 

centralizado en los años setenta del siglo pasado a ser uno de los países más 

descentralizados del mundo en lo que atañe al gasto público, y las asimetrías entre las 

Comunidades Autónomas, hacen de España un caso de estudio del mayor interés. 
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El resto del trabajo se organiza de la siguiente manera. En el segundo apartado se 

discuten los argumentos que explican el impacto de la descentralización sobre la 

atribución de responsabilidades políticas entre los niveles de gobierno. A continuación 

se hace una breve descripción del proceso de descentralización en España. El análisis 

empírico de las secciones cuarta y quinta se detiene, primero, en las diferencias en la 

asignación correcta de responsabilidades a lo largo del tiempo y entre las Comunidades 

Autónomas y, después, en los determinantes de las diferencias entre individuos. El 

artículo termina con las conclusiones y algunas reflexiones sobre los aspectos de la 

descentralización que se deben estudiar con más detalle. 

 

2. La atribución de responsabilidades políticas en Estados descentralizados 

La información sobre las competencias de los distintos niveles de gobierno no se 

distribuye aleatoriamente entre los ciudadanos, sino que existen variables individuales e 

institucionales que explican las diferencias entre ellos. En primer lugar, se puede asumir 

que el conocimiento de las responsabilidades de los gobiernos es simplemente una 

expresión de la información política que poseen los ciudadanos, de modo que no habría 

diferencias entre este tema, las evaluaciones correctas de la economía o el conocimiento 

de los nombres de políticos relevantes. La investigación sobre cuánto saben los votantes 

sobre economía, por ejemplo, muestra que no están demasiado al corriente de los datos 

sobre desempleo, inflación, crecimiento o deuda pública (Aidt, 2000: 357-359). En 

general, son los individuos de cierta edad, con mayor nivel de estudios y una renta por 

encima de la media los que están mejor informados. En este mismo sentido, Duch, 

Palmer y Anderson (2000) concluyen que (la heterogeneidad en) las evaluaciones de la 

economía dependen de la cercanía al partido en el gobierno, las situaciones económicas 

personales y la sofisticación e información de los votantes.  
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Si nos detenemos en la investigación sobre las atribuciones de responsabilidades 

políticas, la ideología y la identificación de partido son especialmente importantes de 

acuerdo con Rudolph (2003a, 2003b). No obstante, son los recientes estudios de León 

(2010, 2012), precisamente sobre el Estado de las Autonomías en España, los que tratan 

directamente la atribución de responsabilidades en Estados descentralizados. 

Desafortunadamente, las conclusiones no son robustas. En su trabajo de 2010, León 

concluye que la educación y los niveles declarados de información son las variables que 

más influyen en un índice de 0 a 5 que mide si los encuestados identifican 

correctamente qué nivel do gobierno (local, regional o central) tiene la responsabilidad 

principal sobre cinco políticas: sanidad, educación, vivienda, empleo e industria y 

comercio. Además, la participación electoral, el interés por la política nacional y 

sentirse más español que de la Comunidad Autónoma se correlacionan 

significativamente con el índice (las dos primeras variables de un modo positivo, la 

segunda negativamente), mientras que el interés en la política regional, haber nacido en 

la Comunidad Autónoma, la ocupación o la edad no influyen. Sin embargo, en un 

artículo posterior, en el que la variable dependiente es un índice similar que oscila de 0 

a 4, las conclusiones de León (2012) son algo distintas: sentirse más español que de la 

Comunidad Autónoma y solo algunas categorías en educación influyen 

significativamente en la atribución correcta de responsabilidades. La participación 

electoral pasa ahora a ser irrelevante. No hay ninguna variable en el modelo que mida el 

grado de información de los individuos. 

 

En segundo lugar, la literatura sobre comportamiento electoral y político ha 

girado en los últimos años hacia el institucionalismo y plantea que los arreglos 

institucionales influyen en el grado de claridad de las responsabilidades políticas. Según 
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Powell y Whitten (1993, 1999), hay cinco características institucionales que complican 

la atribución correcta de responsabilidades. Se trata de (i) muchos partidos en el 

gobierno, (ii) la existencia de gobiernos minoritarios, (iii) partidos débilmente 

cohesionados, (iv) que alguna institución que participa en el desarrollo de las políticas 

esté en manos de los partidos de la oposición, y (v) comisiones legislativas fuertes 

presididas por miembros de los partidos de la oposición. Los mecanismos causales 

detrás de estas variables es que la capacidad de los votantes para asignar 

responsabilidades políticas es una función de la facilidad con la que puedan identificar a 

la persona competente. Cuanto mayor es la percepción de que el control único de las 

políticas están en manos del gobierno, más probable es que se le asigne la 

responsabilidad por los resultados económicos y políticos que se alcanzan (Powell y 

Whitten, 1993: 398). 

  

 Esta discusión de la claridad de las responsabilidades se centra en su dimensión 

horizontal, esto es, en el grado de responsabilidad dentro de un gobierno nacional. En 

los sistemas de gobierno multinivel, en los que se produce una dispersión de la 

autoridad política en múltiples niveles de gobierno, aparece también una dimensión 

vertical de la responsabilidad. De acuerdo con Anderson (2006: 450) y Cutler (2004: 

19-22), hay dos razones para que los gobiernos multinivel debiliten la claridad de 

responsabilidades. La primera consiste en que los votantes necesitan más información 

para saber cuáles son los resultados de las actuaciones de cada nivel de gobierno y la 

responsabilidad de cada uno de ellos. Cuando solo hay un gobierno (nacional), (casi) 

toda la responsabilidad es suya. Pero si hay también gobiernos subnacionales, la 

asignación de responsabilidades ya no puede ser directa: los votantes tiene que saber 

ahora si las competencias sobre cada tema son compartidas o exclusivas. Y la segunda 
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es que, cuando se superponen niveles de gobierno, los políticos tienen fuertes incentivos 

para apropiarse de la responsabilidad por los buenos resultados políticos o económicos 

y eludirla cuando estos resultados son malos.  

 

Los recientes estudios de León (2010, 2012) permiten dar un paso adelante y aclarar 

qué tipos de Estados descentralizados son mejores o peores para que los ciudadanos 

sepan determinar qué gobierno es el responsable de cada política. A partir de datos 

individuales sobre el funcionamiento del Estado de las Autonomías en España, la autora 

concluye que los ciudadanos son más capaces de atribuir correctamente las 

responsabilidades políticas cuando el control del gasto y los impuestos se concentra 

fundamentalmente en un único nivel de gobierno, ya sea el nacional o el regional. Se 

trata, en definitiva, del argumento de Powell y Whitten que veíamos antes, pero 

aplicado a Estados descentralizados. Además, León (2012) apunta que el proceso de 

aprendizaje de los ciudadanos sobre la distribución de competencia está sesgado, puesto 

que sobrevaloran los poderes de los gobiernos regionales.  

  

3. La descentralización en España 

 La Constitución aprobada en 1978 transformó radicalmente la estructura 

política y administrativa del Estado. De un modelo unitario y fuertemente centralizado 

se pasa a otro en el que las responsabilidades sobre el gasto se hallan muy 

descentralizadas. Redactado de forma abierta e intencionadamente imprecisa (Aja, 

2003), el título VIII de la CE ha permitido alcanzar a los Gobiernos autonómicos 

abanicos competenciales y niveles presupuestarios equiparables a los de los Gobiernos 

subnacionales en países federales clásicos como Alemania, Canadá, Australia o Estados 

Unidos. Desde un valor nulo a finales de los años setenta, las CC.AA. llegan a gestionar 
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el 39,4 por ciento del gasto público total en 20112. En la actualidad, las CC.AA. tienen 

en sus manos los principales servicios públicos en materia social, con una 

administración central que, en este ámbito, solo se reserva competencias sobre la 

legislación básica que regula sanidad, servicios sociales, vivienda o educación y las 

transferencias canalizadas a través de la Seguridad Social.  

 

 Esta fortísima descentralización política y financiera en España se caracteriza 

por una triple asimetría, que afecta tanto a las competencias como a los ingresos 

tributarios. La primera asimetría se refiere al ritmo de cesión de atribuciones en los 

diferentes territorios. Aunque a la hora de hablar de la velocidad de transferencia de 

responsabilidades de gasto se suele distinguir entre las Comunidades de “vía lenta” (o 

del artículo 143 de la CE) y “las de vía rápida”, la realidad es que la descentralización 

ha trascendido el doble menú para situarse próxima a un proceso a la carta. Basta 

observar las fechas de traspaso de competencias educativas y sanitarias, en las que la 

coincidencia no es la norma. Dicho lo anterior, la asimetría también se verifica en 

términos dinámicos. El proceso de descentralización no ha avanzado de forma regular 

en el tiempo, sino que presenta puntos de inflexión vinculados al devenir del proceso de 

cesión de materias (Gil-Ruiz e Iglesias, 2007). En los años ochenta se produce el grueso 

de traspasos, a excepción de las (importantes) competencias sanitarias y educativas en el 

caso de las Comunidades Autónomas del artículo 143. Esto se traduce en porcentajes en 

el entorno del 20 por ciento de gasto público (véase el Gráfico 1). En la década de los 

noventa se siguen produciendo traspasos, pero con una incidencia presupuestaria 

inferior, de forma que las Comunidades Autónomas estabilizan su participación en el 

                                                            
2 Según los datos incluidos por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en la 
Actualización del programa de estabilidad del Reino de España. 2012-2015 
(http://serviciosweb.meh.es/apps/dgpe/TEXTOS/progest/progest.pdf), las CC.AA. habrían gastado en 
2011 el equivalente al 17,2 por ciento del PIB español sobre un gasto público global equivalente al 43,6 
por ciento. 
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gasto en el entorno del 25 por ciento. A partir de 1999 se produce un segundo gran 

impulso descentralizador en términos globales, con la concreción del traspaso de la 

educación y sanidad (a partir de 2002) a las Comunidades Autónomas que todavía no 

tenían asumidas estas competencias; para pasar a tener prácticamente las mismas 

competencias que las demás. El origen de este impulso se encuentra unos años antes, en 

los pactos autonómicos de 1992, con plasmación en las reformas estatutarias de 1994. 

Las dificultades generadas por la reforma producida por la LOGSE explicarían los 

retrasos en el traspaso de educación (Aja, 2003). 

 

La segunda de las asimetrías se manifiesta en los modelos de financiación de esas 

competencias. Más allá de la bien conocida distinción entre el modelo común y el 

modelo foral de Navarra y País Vasco3, hay que referirse al modelo canario (integrado 

dentro del común4), las particularidades de las Comunidades Autónomas 

uniprovinciales, y las diferencias que existieron hasta 2002 entre las Comunidades del 

artículo 143 y las del 151 y asimiladas.  

 

Finalmente, existe una dinámica diferencial del gasto respecto a los ingresos 

autónomos. La descentralización del sistema fiscal español en las CC.AA. de régimen 

común ha sido prácticamente nula hasta 19975. Ello ha dado lugar a fuertes 

desequilibrios verticales entre ingresos propios y gastos y convertido a las transferencias 

desde el nivel central en el instrumento básico de financiación. Entre las consecuencias 

negativas de esa suerte de federalismo demediado, aparece la falta de 

                                                            
3 En esencia, Navarra y las Diputaciones Forales vascas recaudan la práctica totalidad de los tributos en 
sus territorios. La recaudación obtenida sirve para financiar las competencias autonómicas y para 
contribuir a las competencias no asumidas a través del cupo vasco y la aportación navarra. 
4 Véase al respecto el trabajo de Fernández Llera y Lago Peñas (2011). 
5 Hasta esa fecha estuvieron vigentes el sistema para el quinquenio 1987-1991 y para el quinquenio 1992-
1996. Antes de 1987 la financiación de las CCAA carecía de un modelo stricto sensu. 



- 9 - 
 

(co)responsabilidad fiscal de los gobiernos autonómicos. La revisión del sistema que 

entra en vigor en 1997 y, en mayor medida, las que se aprueban en 2001 y 2009 han 

venido a corregir solo parcialmente esta deficiencia6. Esa fuerte dependencia de los 

recursos transferidos ha provocado que el gasto de cada Comunidad Autónoma haya 

evolucionado al compás marcado por el proceso de traspaso de competencias, 

heterogéneo en el tiempo y el espacio, y la dinámica de los recursos transferidos.  

 

[Gráfico 1 aquí] 

 

4. Los determinantes institucionales y el aprendizaje en la asignación de 

responsabilidades 

El objetivo de este apartado es aproximarnos a las diferencias en el tiempo y 

entre las Comunidades Autónomas en el grado de conocimiento que tienen los 

individuos sobre las responsabilidades de gasto en España. Para ello es particularmente 

útil el módulo rotatorio incluido en el la encuesta sobre “Opiniones y actitudes fiscales 

de los españoles en 2005” elaborada por el Instituto de Estudios Fiscales (IEF, 2006)7. 

Primero, porque en el cuestionario se incluye una batería de preguntas sobre la 

responsabilidad política en distintos servicios públicos y prestaciones sociales; entre 

ellos los cuatro que nos interesan en este trabajo. Y segundo, porque la encuesta se 

realiza en 2005, cuando ya existe homogeneidad competencial en sanidad y educación, 

                                                            
6 Sobre la problemática de la descentralización tributaria y las últimas reformas del sistema pueden 
consultarse los libros colectivos coordinados por Lago Peñas y Martínez-Vázquez (2009 y 2011). 
7 Datos de la encuesta: Ámbito geográfico, Territorio nacional. Población, Universo total de individuos de 
18 y más años, económicamente activos e inactivos. Metodología Cuantitativa, mediante aplicación de 
cuestionario estructurado en hogar. Diseño muestral, Muestreo por conglomerados polietápico con 
estratificación y subestratificación de las unidades de primera etapa (secciones censales). Tamaño 
muestral, 1.410 entrevistas personales en hogar. Afijación no proporcional. Margen de error ± 2,7 para los 
datos globales en el supuesto de muestreo aleatorio simple y categorías equiprobables. (p=q=50 por 
ciento) a un nivel de confianza del 95 por ciento. Trabajo de campo, 28 de noviembre a 22 de diciembre 
de 2005. Empresa adjudicataria, CUANTER, SA. 
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pero aun ha transcurrido relativamente poco tiempo desde que el proceso ha culminado 

en las CC.AA. de “vía lenta”. Por ello, es posible que sigamos observando diferencias 

significativas en el aprendizaje respecto a quienes cuentan con responsabilidades en 

sanidad y educación desde hace mucho antes.  

  

Puesto que la legislación estatal básica en sanidad y educación sigue en manos 

de la administración central, cuando en la encuesta del IEF se pregunta por la 

administración responsable, hemos considerado como correctas las respuestas que 

asignan la responsabilidad a las Comunidades o las que señalan que está compartida 

entre las Comunidades y el Estado. Pese a todo, como se puede observar en la Tabla 1, 

más de la mitad de los encuestados, el 53 por ciento en la sanidad y el 54 por ciento en 

la educación, asignan incorrectamente las responsabilidades. Asignación que tiende a 

recaer en el gobierno central. Por su parte, cuando nos referimos a prestaciones 

integradas en el sistema de Seguridad Social, diseñado y ejecutado de forma 

centralizada bajo el principio de “caja única”, un porcentaje muy inferior de ciudadanos 

atribuye incorrectamente las responsabilidades de gasto: un 30 por ciento en el caso de 

las pensiones de jubilación y un 26 por ciento en el del seguro por desempleo. Es decir, 

cuando las competencias las detenta el gobierno nacional, los ciudadanos son más 

capaces de imputar correctamente las responsabilidades políticas.  

 

[Tabla 1 aquí] 

 

Puesto que la asignación de responsabilidades de gasto ha cambiado en el 

tiempo en España, es posible que si examinamos las Comunidades Autónomas del 

artículo 151, las asimiladas y las forales, los aciertos sean mayores. Estas Comunidades 
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recibieron los traspasos en materia educativa y sanitaria en los años ochenta y primeros 

noventa. En efecto, la Tabla 2 apunta a que los errores en la atribución de 

responsabilidades alcanzan el 43 por ciento en las Comunidades Autónomas del artículo 

151, asimiladas y forales, frente al 69 por ciento en las restantes Comunidades; esto es, 

la diferencia asciende a 26 puntos porcentuales más. Otro tanto sucede en educación, 

donde los porcentajes de error ascienden al 67 y 46 por ciento, respectivamente: 21 

puntos porcentuales de diferencia. Se trata de diferencias estadísticamente significativas 

al 1 por ciento. 

 

[Tabla 2 aquí] 

 

 Por el contrario, los errores en la asignación de responsabilidades son menores 

en las Comunidades Autónomas de “vía lenta” cuando se trata de competencias 

centralizadas. Así, según la Tabla 3, las respuestas incorrectas se sitúan en el 19 por 

ciento tanto en el caso de las pensiones de jubilación como en el del seguro por 

desempleo. Los porcentajes correspondientes al resto de Comunidades se sitúan entre el 

38 por ciento y el 44 por ciento. En definitiva, estos resultados son consistentes con la 

evidencia que presenta León (2012). 

 

[Tabla 3 aquí] 

  

La información anterior puede complementarse con la edición del barómetro 

fiscal de 2010 (IEF, 2011), que ofrece datos sobre la atribución de responsabilidades 

para el período 2005-2010. En el gráfico 2 se presenta el porcentaje de individuos que 

asigna al gobierno central las responsabilidades en pensiones y prestaciones por 

desempleo y a los gobiernos autonómicos la sanidad y educación. Excluidos los años 
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2008 y 2009, para los cuales no hay datos, la principal conclusión es que no hay una 

tendencia definida. Si entre 2005 y 2007 caen las respuestas correctas, en 2010 aumenta 

sensiblemente el porcentaje de individuos que asigna adecuadamente las 

responsabilidades. A la espera de disponer de los datos para 2011 y 2012, una posible 

explicación para esta pauta es que la intensa discusión pública que ha acompañado  los 

recortes en el gasto público enmarcados en el actual proceso de consoildación fiscal 

habría llevado, de forma no intencionada, a un mejor conocimiento de nuestro Estado de 

las Autonomías por parte de los ciudadanos. 

 

[Gráfico 2 aquí] 

 

5. Los determinantes individuales de la asignación de responsabilidades 

En esta sección del artículo se estudian las variables individuales que explican que 

algunos ciudadanos conozcan mejor que otros la distribución de competencias entre los 

niveles de gobierno. Es decir, si antes explicábamos la variabilidad espacial y temporal 

en la atribución correcta de responsabilidades políticas, ahora nos detenemos en la 

variabilidad individual.  

 

Al igual que las evaluaciones de la situación económica (Duch, Palmer y 

Anderson, 2000), nuestro argumento es que las diferencias entre individuos no son 

exclusivamente aleatorias, sino sistemáticas. En términos generales, hay dos grandes 

tipos de factores que dan cuentan de esta variabilidad: la información y la exposición a 

los medios de comunicación y las características socioeconómicas. En primer lugar, los 

individuos con más información y, en general, con recursos cognitivos más elevados, 

esto, es los que tienen más interés por la política, un nivel educativo más alto o 
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simplemente más edad, deberían estar más al corriente de cómo se distribuyen las 

competencias entre los niveles de gobierno. Se trata de la hipótesis de la información. 

 

En segundo lugar, nuestra expectativa es que los individuos que más beneficios 

obtienen de estar informados acerca de la distribución de competencias harán una 

asignación más precisa de responsabilidades políticas. En otras palabras, el 

conocimiento de qué nivel de gobierno es competente sobre un determinado tema se 

debería estar correlacionada con la situación socioeconómica de los individuos. Por 

ejemplo, los jubilados deberían conocer mejor quién decide sobre las pensiones o la 

sanidad que el resto de ciudadanos; los parados (o trabajadores con mayor riesgo de 

perder su trabajo) deberían prestar más atención a las cuestiones acerca de las 

prestaciones por desempleo, y los más jóvenes, los estudiantes, deberían seguir en 

mayor medida las decisiones sobre las políticas de educación. Se trata de la hipótesis del 

interés. 

 

Esta distinción entre los dos tipos de factores es crucial también en términos 

metodológicos y empíricos. La literatura existente (León, 2010 y 2012, por ejemplo) ha 

obviado la hipótesis del interés y, en consecuencia, ha incurrido en un importante sesgo 

en la estimación del efecto de las variables individuales. La estrategia habitual consiste 

en usar datos de encuesta para crear un índice que suma el número de temas en los que 

el encuestado atribuye correctamente la responsabilidad política, sin establecer ningún 

tipo de ponderación. Si se pregunta sobre pensiones, sanidad, educación y prestaciones 

por desempleo, el índice oscilaría entre 4, cuando se acierta qué nivel de gobierno es el 

responsable de los cuatro temas, y 0, cuando se yerra en los cuatro temas. De acuerdo 

con la hipótesis de la información, la edad, por ejemplo, se debería correlacionar 
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positivamente y con la misma intensidad con la atribución de responsabilidades en los 

cuatro temas. Sin embargo, según la hipótesis de la información, la edad se 

correlacionaría más positivamente con las responsabilidades en pensiones y sanidad que 

en prestaciones por desempleo o educación; en estos dos últimos casos, sobre todo en el 

segundo, la correlación sería incluso negativa. La agregación del impacto que se deriva 

de las dos hipótesis, y que no siempre van en la misma dirección para todos los temas, 

convierte el índice en una falacia ecológica. 

 

El propósito del análisis empírico que sigue es doble. Por un lado, determinar 

cuál es el grado de conocimiento actual de los ciudadanos sobre la distribución de 

competencias en España, en particular en Cataluña en 2012. Por otro, explicar sus 

determinantes y mostrar su distinto efecto en función de cuál sea la política que se 

estudia. 

 

Los datos que empleamos proceden de una encuesta de panel en Cataluña con 

motivo de las elecciones autonómicas de noviembre de 2012. Se trata de una encuesta a 

través de internet a una muestra representativa de 993 personas y realizada por el 

proyecto Making Electoral Democracy Work (MEDW)8. La selección de una sola 

elección en una Comunidad Autónoma permite controlar los aspectos institucionales. El 

cuestionario contiene cuatro preguntas acerca de la distribución de competencias entre 

el Gobierno Central y la Generalitat de Cataluña particularmente apropiadas para 

estudiar el tema, además de cuestiones sobre sus determinantes en los términos 

señalados más arriba9. La redacción es la siguiente:  

 

                                                            
8 http://electoraldemocracy.com.  
9 Desafortunadamente no hay ninguna pregunta sobre la ocupación de los encuestados.  
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Por favor, indique qué nivel de gobierno tiene la responsabilidad principal en la gestión de las siguientes 
políticas: 
 Gobierno Central (1) Generalitat de Cataluña (2) No sabe (99) 
Pensiones (1)  �  �  �  
Sanidad (2)  �  �  �  
Educación (3)  �  �  �  
Prestación por desempleo (4)  �  �  �  
 

 

La variable dependiente del modelo recoge si los individuos aciertan qué nivel 

de gobierno es el responsable principal de cada política (valor 1) frente a si no aciertan o 

no lo saben (valor 0). Para mostrar los problemas que se derivan de usar un índice 

agregado, en nuestros modelos tendremos cinco definiciones de la variable dependiente: 

una para cada una de las cuatro políticas, y que puede adoptar el valor 1 o el 0, y un 

índice que suma las repuestas correctas y que varía entre 4, cuando el encuestado asigna 

correctamente la responsabilidad en las cuatro políticas y 0, cuando no acierta en 

ninguno de los casos. Además, hay una sexta variable dependiente, el conocimiento de 

la existencia de una barrera legal en el sistema electoral de Cataluña, que introducimos 

en la medida en que solo depende de la hipótesis de la información. De este modo 

tendremos pistas adicionales sobre el alcance de la hipótesis del interés. La redacción de 

la pregunta es la siguiente:  

 
Indique, por favor, si la siguiente afirmación es verdadera o es falsa: En su circunscripción, un partido 
necesita obtener por lo menos el 3% de los votos para entrar en el Parlament de Cataluña.  
�Verdadero (1)  
�Falso (2)  
�No sabe (9) 
 

[Tabla 4 aquí] 

 

En la Tabla 4 se muestra el grado de conocimiento de los catalanes sobre la 

distribución de competencias en España. Como se puede ver, el 86 por ciento de los 

encuestados acierta cuando se le pregunta qué gobierno tiene la responsabilidad 

principal sobre las pensiones, el Gobierno central. Los porcentajes son más bajos en el 
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caso de las prestaciones por desempleo, el 81 por ciento, sanidad, 70 por ciento, y 

educación, 68 por ciento. Estos valores son sensiblemente más altos que cuando se 

pregunta sobre la barrera legal; de acuerdo con la evidencia que se presenta en la Tabla 

la 2, apenas en 28 por ciento de los catalanes sabe que hay que sumar al menos el 3 por 

ciento de los votos (a candidaturas) para conseguir representación parlamentaria. 

 

[Tabla 5 aquí] 

 

Las variables independientes recogen los determinantes de la atribución correcta 

de responsabilidades que se plantean en las hipótesis de la información y del interés, 

además de las preferencias sobre el modelo de organización territorial del Estado. Son 

las siguientes: 

 

• Edad (en años);  

• Nivel de renta mensual de todos los miembros del hogar de acuerdo con la 

siguiente escala: � Menos de 400 euros (1), � Entre 400 y 750 (2), � Entre 750 

y 1250 (3), � Entre 1.250 y 1750 (4), � Entre 1.750 y 2500 (5), � Entre 2500 y 

3250 (6), � Entre 3250 y 4000 (7), �Entre 4000 y 5000; (8), � Entre 5000 y 

6500 (9), � Entre 6500 y 9000 (10), � Entre 9000 y 11000 (11), � Más de 

11000 (12);  

• Nivel de estudios más alto que se ha finalizado: �Sin finalizar la Educación 

Secundaria Obligatoria (1), �Educación Secundaria Obligatoria (ESO) (2), 

� Bachillerato o Formación Profesional de grado medio (3), �Diploma 

Universitario o Formación Profesional de grado superior (4), �Licenciatura 

Universitaria (5), �Estudios de posgrado (máster/doctorado) (6); 
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• Interés por la política en una escala de 0 (ninguno) a 10 (máximo);  

• Votante (1) o no (0) en las elecciones autonómicas de Cataluña en 2012;  

• Si el individuo se siente cercano a algún partido político (1) o no (0);  

• Preferencias sobre el modelo de organización territorial de Estado: � Un Estado 

con un único Gobierno Central, sin comunidades autónomas (1), � Un Estado 

con comunidades autónomas pero con menos competencias que en la actualidad 

(2), � Un Estado con comunidades autónomas, como en la actualidad (3), � Un 

Estado con comunidades autónomas pero en el que éstas tengan más 

competencias que en la actualidad (4), � Un Estado federal, en el que las 

actuales comunidades autónomas tengan la condición de Estado pero siguiendo 

dentro de España (5) � Un Estado en el que sea posible que aquellas 

comunidades autónomas que lo quieran puedan convertirse en Estados 

independientes (6).  

 

En definitiva, la especificación econométrica estimada es la siguiente: 

0 1 2 3 4i i i i i

5 76i i i i

I Edad Renta Estudios Interes politica

Votan te Cercania partidos Modelo territorial

=β +β ⋅ +β ⋅ +β ⋅ +β ⋅ +

+β ⋅ +β ⋅ +β ⋅ +ε

         [1] 

, donde el subíndice i indica individuo e I es, sucesivamente, el índice agregado y la 

respuesta a cada una de las cinco preguntas sobre atribución de competencias y sobre la 

barrera legal antes referidas. 

 

Los resultados de las estimaciones se presentan en la Tabla 3. En el modelo en que 

la variable dependiente es el índice agregado, la edad, el interés por la política y haber 

votado en las elecciones tienen un impacto positivo y estadísticamente significativa al 5 

por ciento o mejor sobre la atribución correcta de responsabilidades políticas. Es decir, 
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los individuos de más edad y más implicados en la política tienen un mejor 

conocimiento de la distribución de competencias entre el Gobierno central y el de la 

Generalitat. Además, los individuos que defienden el statu quo del modelo territorial del 

Estado distinguen peor entre los niveles de gobierno competentes en cada materia en 

comparación con los que prefieren un único Gobierno central sin Comunidades 

Autónomas. El resto de las variables tienen los efectos positivos esperados, pero no son 

estadísticamente significativos. Merece la pena destacar que no hay diferencias 

significativas entre los individuos más favorables a la centralización del Estado y los 

más favorables a la descentralización o, mejor dicho, a la independencia de las CCAA. 

 

[Tabla 6 aquí] 

 

Sin embargo, cuando se desagrega el índice y se estima el modelo para cada una de 

las políticas, la principal conclusión es que el impacto de las variables no es robusto. La 

edad tiene un efecto positivo sobre la asignación correcta de las competencias en todas 

las políticas, pero no es estadísticamente significativa en el caso de las prestaciones por 

desempleo. Como se esperaba, el coeficiente de la variable es sensiblemente mayor 

cuando se trata de conocer quién decide sobre las pensiones y la sanidad. Se confirma 

así la hipótesis del interés. Las simulaciones que se realizan en el Gráfico 3 dejan bien 

claro que la edad importa más en la política de pensiones que en las de sanidad, 

educación y prestaciones por desempleo, en este orden. El nivel de renta tiene un efecto 

positivo y estadísticamente significativo sobre el conocimiento de qué gobierno es el 

responsable de sanidad y educación, negativo y estadísticamente significativo en el caso 

de las pensiones, y negativo y no significativo en cuanto a las pensiones. En otras 

palabras, como se esperaba, los individuos de más renta están menos al corriente de la 
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gestión de las políticas redistributivas más directas. Por su parte, el interés por la 

política y haber votado en las elecciones de 2012, que son las variables que mejor 

recogen la hipótesis de la información, tienen un impacto positivo en todos los temas, 

aunque solo son estadísticamente significativos para las prestaciones por desempleo y la 

sanidad, respectivamente. Tanto el nivel de estudios como la cercanía a los partidos no 

son estadísticamente significativos en ningún caso. Finalmente, todas las categorías de 

la variable que mide las preferencias sobre el modelo de organización territorial del 

Estado tienen los signos esperados, pero solo los defensores del statu quo y de un 

Estado federal conocen mejor de una manea estadísticamente significativa la 

distribución de competencias que los partidarios de la centralización en algunos temas. 

 

Cuando se explica el conocimiento de la existencia de una barrera legal en el 

sistema electoral, los resultados son mucho más similares al modelo que tiene el índice 

como variable dependiente que a cualquiera de los demás. Es decir, la utilización del 

índice neutraliza en gran medida la hipótesis del interés y sesga los coeficientes. 

 

[Gráfico 3 aquí] 

6. Conclusiones 

La atribución correcta de las responsabilidades políticas es imprescindible para que 

el control electoral de los gobiernos sea efectivo. Si los ciudadanos no saben cuál es el 

grado de responsabilidad que cabe atribuir a un gobierno en los resultados económicos, 

ya sean buenos o malos, difícilmente pueden castigar a los malos gobiernos y 

recompensar a los buenos. En este artículo, basado en datos individuales sobre el Estado 

de las Autonomías en España, se han establecido tres conclusiones. En primer lugar, la 

asignación de responsabilidades es contingente de los arreglos institucionales, en el 
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sentido de que las reglas de juego aumentan o atenúan la capacidad de los ciudadanos 

para saber en manos de quién están las políticas que se ponen en marcha. Cuando las 

competencias están en manos del gobierno nacional, el acierto de los ciudadanos en la 

imputación de la responsabilidad política es mayor que cuando los gobiernos 

autonómicos son los titulares. Por ejemplo, más de la mitad de los españoles asigna 

incorrectamente la responsabilidad en sanidad o educación, mientras que menos de un 

tercio se equivoca en el caso de las pensiones de jubilación o el seguro por desempleo. 

Los resultados son similares en los impuestos. De todos modos, de acuerdo con la 

evidencia que tenemos, este acierto es mayor en las Comunidades Autónomas que más 

tiempo han disfrutado de competencias propias.  

 

En segundo lugar, desde un punto de vista dinámico, los últimos datos disponibles, 

correspondientes a 2010, reflejan máximos históricos en el porcentaje de aciertos en la 

asignación de responsabilidades. A falta de confirmación con datos posteriores, nuestra 

hipótesis es que la recesión económica, los recortes derivados de la consolidación fiscal 

y la máxima relevancia de las cuestiones económicas y fiscales en los últimos años ha 

tenido como efecto positivo no intencionado la mejora de la comprensión del sistema de 

atribución de competencias. Se trata de una cuestión abierta para la investigación futura. 

 

Finalmente, cuando se explican las diferencias entre los individuos a la hora de 

atribuir correctamente las responsabilidades políticas, hemos distinguido las hipótesis 

de la información y del interés. Las dos hipótesis no van siempre en la misma dirección, 

de modo que los efectos de los determinantes individuales varían según cuál sea la 

política. La edad es la variable que tiene el efecto más sistemático.  
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Tabla 1: “De los siguientes servicios públicos y prestaciones sociales, ¿Quién cree usted que es el 
responsable, por ejemplo a la hora de poner una reclamación, el estado central, la comunidad autónoma, 

el ayuntamiento, o es compartida?” (%) 
 

Administración responsable en la actualidad* 
Servicios y Prestaciones Estado Autonómica Local Compartida NS/NC Error 

Sanidad 44 39 3 8 6 53 
Educación 42 36 6 10 6 54 

Pensiones de jubilación 70 16 2 5 7 30 
Seguro de desempleo 64 20 3 6 7 36 

*Excluida la última columna, en negrita, los porcentajes se han calculado sobre los totales de fila. La 
columna de los errores suma el porcentaje de encuestados que se equivoca. Fuente: IEF (2006) 

 

 

Tabla 2: Errores en la asignación de responsabilidades en materia educativa o sanitaria (%)* 
 En CCAA artículo 143 En CCAA artículo 151 y 

asimiladas y forales 
Sanidad 69 

(569) 
43 

(839) 
Educación 67 

(569) 
46 

(839) 
Fuente: Fuente: IEF (2006) 

*Entre paréntesis, el número de observaciones. 
 
 
 

Tabla 3: Errores en la asignación de responsabilidades en materia de pensiones de jubilación, seguro de 
desempleo, y pensiones de enfermedad o invalidez (%) 

 En CCAA artículo 143 En CCAA artículo 151 
 y asimiladas y forales 

Pensiones de jubilación 19 
(569) 

38 
(839) 

Seguro de desempleo 19 
(569) 

44 
(839) 

Fuente: Fuente: IEF (2006)  
*Entre paréntesis, el número de observaciones. 
 
 

 
 

Tabla 4: Atribución de responsabilidades en Cataluña, 2012: 
nivel de gobierno con la responsabilidad principal en la gestión* 

 Gobierno Central Generalitat No sabe 
Pensiones 86 

(856)
9 

(86) 
5 

(51) 
Sanidad 25 

(250) 
70 

(697)
5 

(46) 
Educación 27 

(269) 
68 

(678)
5 

(46) 
Prestación por desempleo 81 

(804)
13 

(131) 
6 

(58) 
*En cada casilla aparece, en primer lugar, el porcentaje de fila y, entre paréntesis, el 
número de individuos. En negrita se destacan las repuestas acertadas. 
Fuente: MEDW. 
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Tabla 5: Conocimiento de la existencia de una barrera legal del 3 por ciento  
en el sistema electoral de Cataluña, 2012* 

 Acierta No acierta No sabe 
Barrera legal 28 

(277) 
8 

(75) 
65 

(642) 
*En cada casilla aparece, en primer lugar, el porcentaje de fila y, entre paréntesis, el 
número de individuos.  
Fuente: MEDW. 

 
 
 
 
 

 Tabla 6: Determinantes individuales de la atribución correcta de responsabilidades* 

 Modelos 
 Índice 

agregado 
Pensiones Sanidad Educación Desempleo Barrera legal 

Edad 0,014*** 
(0,003) 

0.04*** 
(0.01) 

0,03*** 
(0,01) 

0,02*** 
(0,01) 

0,01 
(0,01) 

0,014** 
(0,006) 

Nivel de renta  0,03 
(0,02) 

-0,09 
(0.07) 

0,18*** 
(0,05) 

0,13*** 
(0,05) 

-0.11* 
(0,06) 

0,13*** 
(0.05) 

Nivel de estudios 0,03 
(0,04) 

0,12 
(0,12) 

0,01 
(0,09) 

-0,03 
(0.09) 

0,15 
(0,10) 

0,14 
(0,08) 

Interés por la política 0,033** 
(0,015) 

0,05 
(0,05) 

0,04 
(0,03) 

0,04 
(0,03) 

0,08** 
(0.04) 

0,11*** 
(0,04) 

Votante 0,28** 
(0,14) 

0,33 
(0,38) 

0,78*** 
(0,29) 

0,25 
(0,43) 

0,09 
(0,35) 

-0,39 
(0,31) 

Cercanía partidos 0,10 
(0,09) 

0,38 
(0,28) 

-0,02 
(0,20) 

0,12 
(0,19) 

0,31 
(0,23) 

0,58*** 
(0,19) 

Modelo territorial 
(ref.) Un único Gob. Central, sin CCAA 

      

CCAA con menos competencias 0,20 
(0,21) 

0,69 
(0,68) 

0,15 
(0,43) 

0,26 
(0,43) 

0,28 
(0,53) 

-0,45 
(0,47) 

Como en la actualidad -0,58** 
(0,27) 

-0,44 
(0,65) 

-1,00* 
(0,57) 

-1,01* 
(0,56) 

-0,19 
(0,62) 

0,42 
(0,58) 

CCAA con más competencias 0,29 
(0,19) 

0,83 
(0,64) 

0,43 
(0,40) 

0,21 
(0,39) 

0,64 
(0,53) 

0,15 
(0,42) 

Estado federal 0,27 
(0,16) 

0,27 
(0,46) 

0,59* 
(0,34) 

0,52 
(0,34) 

0.07 
(0,40) 

-0,32 
(0,35) 

CCAA puedan ser independientes 0,14 
(0.16) 

-0,12 
(0,44) 

0,48 
(0,33) 

0,34 
(0,32) 

-0,13 
(0,38) 

-0,06 
(0,35) 

Constante 1,55*** 
(0,25) 

-0,18 
(0,73) 

-2,51*** 
(0,57) 

-1,47*** 
(0,55) 

0,31 
(0,63) 

-3,11*** 
(0,58) 

R2 / Pseudo R2 0,10 0,06 0,09 0,06 0,03 0,07 
% casos correctamente predichos ─ 88,08 72,43 71,09 82,77 69,90 
N 669 669 669 669 669 669 
Estimación MCO Logit Logit Logit Logit Logit

*En cada casilla aparece, en primer lugar, el coeficiente de regresión, seguido del error típico, entre 
paréntesis. 
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Gráfico 1: Descentralización del gasto público (1988-2005). Estructura porcentual.  

 
Fuente: Gil-Ruiz e Iglesias (2007)  

 
 
 

Gráfico 2: Porcentaje de encuestados que asignan correctamente las competencias en pensiones, 
prestaciones por desempleo, educación y sanidad en España, 2005-2010. 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de IEF (2011) 
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Gráfico 3: Probabilidad de acertar quién tiene la responsabilidad principal en pensiones, educación, sanidad y prestaciones por desempleo 

La zona sombreada recoge los intervalos de confianza al 95 por ciento. 
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